	Fecha
	16 de marzo de 1978
	Sesión número
	13

	Motivo: Amparo

	Recurrente: CARLOS MARÍA CASTRO VARGAS 

	Recurrido: MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que por Acuerdo Ejecutivo No. 113 de 27 de mayo de 1977, se ordenó pagar a su favor la suma correspondiente a la indemnización de su finca del Partido de San José, necesaria para derecho de vía de la carretera radial Zapote-Curridabat.  Que no se le deja vivir en esa propiedad y no se le paga la indemnización acordada.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que mediante Decreto Ejecutivo No. 113 de 27 de mayo de 1977, se autorizó el pago de la suma a que se refiere el recurrente, como indemnización por daños causados y precio de un lote de terreno que se necesita para el derecho de vía de la carretera Zapote-Curridabat. Que el pago de los derechos no está clasificado dentro de los proyectos a realizar en forma inmediata, por lo que no existe contenido económico en el Presupuesto para el pago del inmueble del recurrente, y hasta tanto no se proceda al pago del inmueble, el Ministerio no iniciará ningún trabajo que afecte dicha propiedad. 

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Ninguna disposición constitucional autoriza medios directos de carácter coercitivo para lograr el pago de las deudas a cargo del Estado.  Si en alguna infracción hubiesen incurrido los órganos públicos por los motivos que invoca el recurrente, el correspondiente quebranto no sería de carácter constitucional sino legal, y entonces, al tratarse de un problema de legalidad, no ha debido acudirse a la vía del Amparo, por no ser ésta la adecuada para discutir y resolver cuestiones de ese carácter.  


N° 13
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día dieciséis de marzo de mil novecientos setenta y ocho, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Arroyo, Odio, Retana Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Fernández, Valverde, Zavaleta, Trejos y Benavides. 
Artículo I
Se entró a conocer el recurso de Amparo interpuesto por el señor Carlos María Castro Vargas contra el señor Ministro de Obras Públicas y Transportes.  Para fundamentar el recurso el señor Castro alega lo siguiente: Que por Acuerdo Ejecutivo No. 113 de 27 de mayo de 1977, se ordenó pagar a su favor la suma de cuatrocientos diez mil setecientos cincuenta y ocho colones ochenta céntimos, en concepto de indemnización de su finca situada en el Zapote, No. 206.848, del Partido de San José; que esa resolución se emitió de acuerdo con los artículos 23 y 31 de la Ley General de Caminos Públicos; que la finca es necesaria para derecho de vía de la carretera radial Zapote-Curridabat; que en vista de que él y su familia están pasando una situación bastante crítica, pues no se le deja vivir en esa propiedad y no se le paga la indemnización acordada, se ha dirigido varias veces al señor Presidente de la República, haciéndole ver que su caso se ha constituido en un problema de carácter social; que el señor Presidente envió un telegrama de preferencia, el catorce de octubre del año pasado, al señor Ministro de Transportes, cuyo texto dice: “El señor Carlos María Castro Vargas acusa al Jefe del Departamento Legal de ese Ministerio de atrasarle el pago de la expropiación de la finca No. 206.848 y alega que se debe a represalia política.  A la mayor brevedad le ruego levantar una información de conjunto con la Contraloría General de la República”.  Sigue diciendo el seño Castro Vargas que entre las obligaciones que ha tenido que contraer figura una con la Caja Costarricense de Seguro Social, y la Sección de Cobros de esa institución ha dispuesto activar nuevamente la acción judicial y llamarlo para que formule algún arreglo satisfactorio; que él se proponía pagar esa deuda con la indemnización que recibiera del Ministerio de Obras Públicas y Transportes; que el señor Ministro no se ha dignado contestar el telegrama del señor Presidente de la República; y que no escapará el criterio de los señores Magistrados el perjuicio que se le está ocasionando, lo mismo que a su familia, pues en la actualidad tiene que vivir en casa de su señora suegra, en Pavas.

Agregó el señor Castro Vargas que el señor Ministro no sólo está violando una orden clara y terminante de su superior jerárquico, sino que, además está infringiendo el artículo 41 de la Constitución Política, en que apoya esta gestión, así como en los artículos 1° y siguientes de la Ley de Amparo.  De acuerdo con los hechos alegados y razones que expone, el señor Castro Vargas solicita: a) declarar con lugar el amparo; b) ordenar al señor Ministro dar trámite a las facturas de cobro; c) cumplir con lo dispuesto en el Acuerdo Ejecutivo No. 113, ordenando a la Tesorería Nacional el pago de rigor, en dinero efectivo y ch) ordenar el pago de los intereses, costas y daños y perjuicios, así como la plusvalía entre el avalúo efectuado hace aproximadamente dos años, y el valor actual del terreno.


El señor Ministro de Obras Públicas y Transportes, licenciado Enrique Azofeifa Víquez, contestó el recurso así:

Que por Acuerdo Ejecutivo No. 113 de 27 de mayo de 1976, se autorizó el pago de la suma a que se refiere el recurrente, como indemnización por daños causados (destrucción de una casa de habitación) y precio de un lote de terreno que se necesita para el derecho de vía de la carretera Zapote-Curridabat; que el pago de los derechos de vía de ese proyecto de carretera, en la actualidad y conforme el orden de prioridades, no está clasificado dentro de los proyectos a realizar en forma inmediata; que en vista de la prioridad obligatoria que tiene que conceder el Ministerio, las partidas presupuestarias se están utilizando para el pago de derechos de vía y otros proyectos clasificados como prioritarios, por lo que no existe contenido económico en el Presupuesto para el pago del inmueble del señor Castro Vargas; que, conforme a lo expuesto y hasta tanto no se proceda al pago del inmueble, el Ministerio no iniciará ningún trabajo que afecte dicha propiedad, de manera que no se ve cuál pueda ser el derecho lesionado, permutar o realizar cualquier otro acto característico del dominio; que, en todo caso, ha girado instrucciones para que se derogue el Acuerdo No. 113, y cuando el Ministerio tenga necesidad de adquirir el inmueble se iniciarán de nuevo los trámites; que de la anterior exposición se desprende que no se ha expropiado el inmueble del señor Castro Vargas sino que se procedió a iniciar trámites para adquirirlo, por un precio que no se ha pagado por razones de orden presupuestario; y que, en consecuencia, el recurso no tiene sustento en la Ley de Amparo, por no estarse lesionando derechos constitucionales de ninguna naturaleza.

Previa deliberación se acordó: Declarar sin lugar el recurso por las siguientes razones:
I.- Conforme lo alega el señor Castro Vargas, por Acuerdo Ejecutivo No. 113 de 27 de mayo de 1976, el señor Presidente de la República y el señor Ministro de Obras Públicas y Transportes autorizaron el pago de la suma de cuatrocientos diez mil setecientos cincuenta y ocho colones ochenta céntimos, como indemnización por los daños causados al señor Casto Vargas en su casa de habitación y, a la vez, como precio de un lote de terreno que se necesita para el derecho de vía de la carretera radial Zapote-Curridabat.


Esa suma no ha sido pagada al señor Castro Vargas, porque, según lo afirma el señor Ministro, las partidas asignadas en el Presupuesto se están utilizando para otros proyectos clasificados como prioritarios.

II.- Ahora bien, lo que pretende el señor Castro Vargas es que en esta vía se constriña al Estado a cumplir la obligación derivada del Acuerdo antes dicho, junto con intereses, daños y perjuicios y costas; pero ninguna disposición constitucional autoriza medios directos de carácter coercitivo para lograr el pago de las deudas a cargo del Estado.  En cierto que el artículo 41 de la Constitución dispone que “ocurriendo a las leyes todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido para su persona, propiedad e intereses morales”; pero se sobreentiende que ello debe ser por las vías establecidas al efecto, no así acudiendo a un recurso que, como el de Amparo, se concede para otras situaciones.  De modo que, si en alguna infracción hubiesen incurrido los órganos públicos por los motivos que invoca el señor Castro Vargas, el correspondiente quebranto no sería de carácter constitucional sino legal, y entonces, al tratarse de un problema de legalidad, no ha debido acudirse a la vía del Amparo, por no ser ésta la adecuada para discutir y resolver cuestiones de ese carácter.  Por todo ello el recurso es inadmisible, incluso en cuanto al pretendido pago de la plusvalía, por tratarse de un problema ajeno por entero a lo que puede ser objeto de discusión en un recurso de esta naturaleza.  Por lo demás, no existe prueba en autos, ni siquiera afirmación del recurrente, de que la Administración haya ocupado la propiedad respectiva, lo cual tampoco interesaría examinar en la especie, puesto que sólo se acusó como violada la garantía del artículo 41.

